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AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [C]omo en este caso se encuentra acreditado que las solicitudes presentadas ante el juez competente, relacionadas con las circunstancias que lo llevaron a formular esta acción constitucional, se encuentran a la espera de satisfacer un requisito sin el cual no resulta posible otorgar la libertad solicitada, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido ordenarla, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como se dijo, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama. En conclusión, no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, razón por la cual será negado.
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La suscrita Magistrada decide la solicitud de hábeas corpus promovida por el señor César Augusto Vélez Arias, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado.
ANTECEDENTES
1. En el escrito con el que se promovió la acción relató el peticionario los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Suscribió acta de compromiso ante la Secretaría Ejecutiva Transitoria de la Jurisdicción Especial para la Paz, en adelante JEP, como requisito para obtener el beneficio de la libertad condicional, el que puso en conocimiento del Juzgado Primero Especializado de Pereira desde el 4 de octubre.

1.2 El 11 del mismo mes, ese despacho solicitó a la JEP determinara si efectivamente tiene la calidad de integrante de las FARC-EP, pese a que las personas que firman el citado compromiso ya se encontraban reconocidos como tales y certificados por el Alto Comisionado para la Paz. 
1.3 La ley de amnistía es clara en establecer que el juez de conocimiento cuenta con un término de diez días hábiles para resolver lo correspondiente, pero en su caso ha transcurrido más de un mes sin obtener respuesta.
1.4 Tiene derecho al reconocimiento del citado beneficio y a ser puesto a disposición de la JEP, ya que el delito que cometió guarda directa conexidad y fue relacionado con el conflicto armado, de conformidad con la Ley 1820 de 2016.     
1.4 A otras personas, cuyos nombre cita, en igual condición que la suya, es decir que suscribieron la referida acta de compromiso, les fue otorgada su libertad condicional.  

2. Solicitó se le conceda la libertad condicional y se le deje a disposición de la JEP.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 11 de noviembre se dispuso dar trámite a la acción;  notificar esa providencia a la señora Jueza Primera Penal Especializada de Pereira y practicar inspección judicial al proceso seguido contra el señor César Augusto Vélez Arias.
2. La citada funcionaria explicó que en audiencia del juicio oral, en el proceso que se adelanta contra el accionante por el delito de extorsión agravada en concurso homogéneo y heterogéneo con  concierto para delinquir agravado, el señor César Augusto Vélez Arias manifestó que aceptaba los cargos. En razón a lo anterior, programó fecha para proferir la correspondiente sentencia. En la diligencia respectiva, el defensor del procesado solicitó se aplazara  porque este le puso en conocimiento “un documento que indicaba que se había sometido a la Jurisdicción Especial para la Paz”, el cual fue anexado. Por ello, se decidió oficiar al Secretario de la JEP, a fin de corroborar la información suministrada por el acusado. 
Agregó que este último solicitó, el 19 de octubre pasado, la concesión de la libertad condicional en virtud de la Ley 1820 de 2016 e incorporó el mismo documento que había allegado en aquella audiencia y para responderle, se le remitió el oficio 2101 del 20 de octubre último, informándole que se había ordenado, para resolver de fondo, obtener certificación del Secretario Ejecutivo de la JEP, en el que conste que era integrante del grupo armado FARC-EP, si había suscrito acta de compromisos y solicitado la aplicación de los beneficios jurídicos y nuevamente se ofició al citado funcionario para el mismo fin. El 8 de noviembre último se recibió una nueva solicitud del señor Vélez Arias con aquel mismo objeto y se le envió oficio comunicándole que se resolvería de fondo la petición de libertad condicional, como ya se le había informado,  cuando se obtuviera el ya referido certificado, que se había solicitado en dos ocasiones.
Dijo además que la captura del accionante se produjo por orden de autoridad competente, la misma fue legalizada por un Juez de Control de Garantías, funcionario que le impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva en establecimiento de reclusión, la cual se encuentra vigente y es esa la razón de su detención.

Por último indicó que el señor Vélez Arias, tan solo en la audiencia del 10 de octubre de esta anualidad, cuando se iba a notificar el fallo condenatorio en su contra, entregó a su defensor y este a ella, la copia informal de una diligencia de compromisos, que es precisamente la información que requiere ser corroborada para dar aplicación a la Ley 1820 de 2016 y Decreto 277  de 2017, que son los que reglamentan la libertad condicional para integrantes de las FARC-EP.  
C O N S I D E R A C I O N E S
1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2° de la Ley 1095 de 2006.

2. Corresponde a esta Sala determinar si debe protegerse al peticionario el derecho fundamental a la libertad personal consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

4. Ese derecho se garantiza con el mecanismo especial de protección de hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 
b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley.  En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)….”
5. De otro lado, la Ley 1820 de 2016 establece el trámite y régimen para la concesión de amnistía, indulto y tratamientos penales especiales a aquellos que hayan participado de manera directa o indirecta en el conflicto armado y “hayan sido condenados, procesados o señalados de cometer conductas punibles por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto armado cometidas con anterioridad a la entrada en vigor del acuerdo final”. (Artículo 3º).
En el artículo 35, inciso 1º, dispone: “A la entrada en vigor de esta ley, las personas a las que se refieren los artículos 15, 16, 17, 22 y 29 de esta ley que se encuentren privadas de la libertad, incluidos los que hubieren sido procesados o condenados por los delitos contemplados en los artículos 23 y 24, quedarán en libertad condicionada siempre que hayan suscrito el acta de compromiso de que trata el artículo siguiente.”
Dicha disposición se encuentra reglamentada por los Decretos 277 y 700 de 2017, los cuales, en su orden, prevén que “Las decisiones que se adopten en relación con los beneficios jurídicos concedidos por la Ley 1820 de 2016, podrán ser objeto de los recursos de reposición y apelación ante el superior inmediato, hasta tanto entre en funcionamiento el Tribunal Especial para la Paz, según las reglas y términos del procedimiento penal ordinario, y podrán ser objeto de la acción de habeas corpus o de la acción de tutela contra providencias judiciales”
 y que “La dilación u omisión injustificada de resolver, dentro del término legal, las solicitudes de libertad condicional a que se refieren la Ley 1820 de 2016 y el Decreto ley 277 de 2017, darán lugar a la acción de hábeas corpus bajo los parámetros y el procedimiento establecidos en el artículo 30 de la Constitución Política y en la Ley 1095 de 2006, que la desarrolla.”

Significa lo anterior que los citados decretos establecen otras hipótesis en las cuales se puede alegar la garantía del hábeas corpus en el marco de la Jurisdicción Especial para la Paz. 
Sin embargo, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
 aplicó la excepción inconstitucionalidad a esas disposiciones, porque como el hábeas corpus se encamina a restablecer al ciudadano la libertad perdida, por tratarse de un derecho fundamental, su regulación debe serlo por medio de ley estatutaria de acuerdo con el literal a) del artículo 152 de la Constitución Nacional y no fue eso lo que ocurrió con los Decretos 277 y 700 de 2017, que desarrollaron la ley 1820 de 2016.
De acuerdo con ese precedente, el que acoge esta Sala y como se evidencia que las normas citadas, en cuanto regularon el hábeas corpus, son contrarias a la Carta Política, se aplicará en este caso la excepción de inconstitucionalidad.

6. En la misma providencia, dijo la Corte:

“En otros términos, la procedencia de la acción de hábeas corpus se encuentra sujeta a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su prolongación ilícita, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues lo contrario conduce a una injerencia indebida en las facultades que son propias del funcionario judicial que conoce de la actuación respectiva.

Por tanto, cuando existe un proceso o actuación judicial en trámite, no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades: (i) sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; (ii) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación establecidos como mecanismos legales idóneos para impugnar las decisiones que interfieran el derecho a la libertad personal; (iii) desplazar al funcionario judicial competente; y (iv) obtener una opinión diversa —a manera de instancia adicional— de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de la persona (CSJ AHP, 26 jun. 2008, rad. 30066).

Ello quiere decir que a partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que tengan relación con la libertad del procesado deben elevarse al interior del proceso penal, no a través del mecanismo constitucional de hábeas corpus, pues esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario.”

Y sobre la importancia de acreditar el requisito de la pertenencia al grupo armado al margen de la ley se lee en la misma providencia:
“A su vez, se observa que por auto del 2 de marzo de 2017 el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Popayán resolvió negar la amnistía de iure y la libertad condicionada solicitadas por el defensor de Yeison Armando Gómez Paladines, Yoiner Aleicy Hernández y Aner Saín Mosquera Guzmán por cuanto no se acreditó la calidad de miembros de las FARC-EP de los mismos.

Adicionalmente, se dispuso requerir a los citados para que allegaran el acta de compromiso de que trata la sección b. del artículo 8º del Decreto 277 de 2017, así como al Alto Comisionado para la Paz a efectos de que informara si los mismos eran integrantes de las FARC-EP de conformidad con los listados entregados por esa organización.

Así las cosas, se observa que la petición de Libertad condicionada invocada por el abogado de Yeison Armando Gómez Paladines, Yoiner Aleicy Hernández y Aner Saín Mosquera Guzmán fue resuelta oportunamente.

Igualmente, se tiene que el 24 de marzo de 2017 el apoderado de los citados allegó las actas de compromiso relativas a la amnistía de iure y que el 24 de abril siguiente arribó la respuesta de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz en donde se indicó que Yoiner Aleicy Hernández y Aner Saín Mosquera Guzmán en efecto eran miembros de las FARC-EP, de conformidad con la información suministrada por esa organización, no ocurriendo lo mismo respecto de Yeison Armando Gómez Paladines…
En relación con Yeison Armando Gómez Paladines, le negó la amnistía de iure y la libertad condicionada porque no se acredito su calidad de miembro de las FARC-EP…
De otra parte, en relación con Yeison Armando Gómez Paladines, indicó que como no se había acreditado su pertenencia a las FARC-EP no era viable la amnistía de iure.

Frente al citado cabe señalar que si bien el accionante Wilmer Cortés Sánchez afirma que los hechos por los que se le juzgó “tienen una relación íntima con las FARC”, así que no se requería de la certificación del Alto Comisionado para la Paz exigida por el  juzgado ejecutor para que se acreditara su pertenencia a esa organización; se tiene que simplemente realiza esa afirmación para sustentar la pretensión de que se le reconociera la amnistía de iure, pues en modo alguno explica esa “relación íntima” entre las conductas punibles cometidas y el referido grupo subversivo, sin que sobre señalar que la sentencia por cuyo medio fueron condenados Yeison Armando Gómez Paladines, Yoiner Aleicy Hernández y Aner Saín Mosquera Guzmán no evidencia tal circunstancia.

En esa medida, el actor no logra demostrar la vía de hecho que pregona, de donde se sigue que utiliza la acción constitucional que invoca para obtener una decisión diversa de la que predica la vía de hecho, respecto de la cual incluso no agotó los recursos ordinarios.

En conclusión, el Despacho encuentra que no es procedente el amparo constitucional invocado por Wilmer Cortés Sánchez a favor de Yeison Armando Gómez Paladines, Yoiner Aleicy Hernández y Aner Saín Mosquera Guzmán, puesto que éstos se encuentran privados de la libertad legalmente en razón de la sentencia condenatoria del 28 de marzo de 2016 proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Popayán.”

7. Con la inspección judicial practicada al proceso penal, en el que figura como procesado el aquí solicitante y que se tramita en el  Juzgado Primero Especializado de Pereira, se acreditaron los siguientes hechos:
7.1 En contra del señor César Augusto Vélez Arias se expidió orden de captura, por los delitos de concierto para delinquir con fines de extorsión y concurso homogéneo de extorsiones agravadas; la captura se produjo el 8 de diciembre de 2015.

7.2 El día siguiente, 9 de diciembre, el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira declaró legal la orden de  allanamiento y registro; la diligencia que al efecto se practicó y la orden de captura del señor César Augusto Vélez Arias; en el mismo acto le formuló imputación como coautor de la conducta punible concierto para delinquir con fines de extorsión, en concurso homogéneo con la conducta de extorsión con circunstancias de agravación y le impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva en establecimiento de reclusión, sin que contra esas decisiones se hubiese interpuesto algún recurso.
7.3 El 10 de octubre del presente ante el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, se dio inicio a la audiencia para individualización de pena y lectura de sentencia, acto en el cual el defensor del procesado solicitó su aplazamiento porque “…acaba de recibir por parte de su procurado un documento que refiere al sometimiento de aquel a la Jurisdicción Especial para la Paz, dejando a disposición del despacho la copia del acta de compromiso que suscribió el procesado”. La Jueza del conocimiento accedió al pedimento para verificar la información suministrada por el enjuiciado y para ese efecto dispuso oficiar a la Jurisdicción Especial para la Paz. Refirió que una vez obtuviera respuesta, señalaría fecha para continuar la audiencia. 

7.4 El documento a que se hace referencia se denomina “ACTA DE COMPROMISO – LIBERTAD CONDICIONAL – LEY 1820 (ART 14 DECRETO)”, en él se expresa que el señor César Augusto Vélez Arias, con cédula de ciudadanía No. 71.315.060 de Medellín,  se compromete ante el secretario Ejecutivo de la Jurisdicción Especial para la Paz a someterse a esa jurisdicción y quedar a disposición de esta, en situación de libertad condicional. Conforme a las condiciones establecidas en el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición; a informar todo cambio de residencia a la autoridad competente  de la JEP y a no salir del país, sin autorización de la misma. Se suscribió el 13 de septiembre de 2017, exclusivamente por el citado señor Vélez Arias.

7.5 El 11 de octubre de este año, se libró el oficio No. 1981 dirigido al doctor Néstor Raúl Correa Henao, Secretario Ejecutivo de la  Jurisdicción Especial para la Paz, por medio del cual, el juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira le solicita informar si el señor César Augusto Vélez Arias “… se ha sometido a la Jurisdicción Especial para la Paz como integrante del grupo armado FARC-EP, si suscribió el acta de compromiso exigida en la Ley 1820 de 2016 y demás decretos reglamentarios, y si ha solicitado  para el presente caso la aplicación de beneficios jurídicos previstos en el marco normativo de dicha jurisdicción”.

7.6 El 17 de octubre siguiente, el citado señor le pidió al juzgado le concediera la  libertad condicional en virtud a la ley 1820 de 2016, con fundamento en que fue militante de las FARC-EP y tiene acta de compromiso para la dejación de armas y sometimiento a un proceso de reincorporación.

7.7 Por auto que tiene fecha del 20 de septiembre de 2017, pero que debe corresponder a otra, pues en él se menciona el oficio librado el 11 de octubre del mismo año, al que atrás se hizo alusión, se ordenó oficiar al Secretario Ejecutivo de la Jurisdicción Especial para la Paz, solicitando la misma información que le había hecho en el referido oficio, a efectos de resolver la petición de  libertad elevada por el señor César Augusto Vélez Arias.

7.8 El 20 de octubre se libró el oficio respectivo, distinguido con el No.  2101.

7.9 El 7 de noviembre pasado se envió el oficio 2258 al Secretario Ejecutivo de la Jurisdicción Especial para la Paz, reiterándole la información solicitada en el oficio 1981 del 11 de octubre del presente año.

7.10 En escrito de fecha 2 de noviembre último, recibido en el Juzgado de conocimiento el 8 siguiente, el señor César Augusto Vélez Arias solicita respuesta a su petición de libertad condicional.

7.11 El 10 de noviembre se expidió el oficio 2270, por medio del cual se le informa al peticionario que lo relacionado con su libertad condicional será resuelto una vez se obtenga la certificación del Secretario Ejecutivo de la Jurisdicción Especial para la Paz “…donde se haga constar que Usted es integrante del grupo armado FARC-EP, si suscribió acta de compromiso exigida en la citada ley y si ha solicitado para el presente caso la aplicación de beneficios jurídicos previstos en el marco normativo de dicha legislación”. Además, se le hace saber que la misma solicitud se la había hecho al citado funcionario mediante oficio No. 1981 del 11 de octubre del presente año. Tal documento no tiene constancia de haber sido recibido por el solicitante.

8. Surge de esas pruebas que el señor César Augusto Vélez Arias se encuentra privado de su libertad en razón a la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, impuesta en su contra por la autoridad competente, dentro del proceso que se sigue en su contra por el delito de concierto para delinquir con fines de extorsión, en concurso homogéneo con la conducta de extorsión con circunstancias de agravación.

También, que el accionante ha elevado peticiones con el fin de que se le conceda la libertad con sustento en la Ley 1820 de 2016, las que no han sido resueltas de fondo porque se encuentra pendiente de establecer si el actor cumple con los requisitos exigidos en esa ley para tal fin, específicamente el ser integrante del grupo armado al margen de la ley a que dice pertenecer, presupuesto exigido por el artículo 35, según el cual dicho beneficio aplica para las personas a las que se refieren los artículos 15, 16, 17, 22 y 29, entre quienes se encuentran los “Integrantes de las FARC-EP tras la entrada en vigencia del Acuerdo Final de Paz con el Gobierno nacional, de conformidad con los listados entregados por representantes designados por dicha organización expresamente para ese fin, listados que serán verificados conforme a lo establecido en el Acuerdo Final de Paz. Lo anterior aplica aunque la providencia judicial no condene, procese o investigue por pertenencia a las FARC-EP”
.  
En consecuencia, como en este caso se encuentra acreditado que las solicitudes presentadas ante el juez competente, relacionadas con las circunstancias que lo llevaron a formular esta acción constitucional, se encuentran a la espera de satisfacer un requisito sin el cual no resulta posible otorgar la libertad solicitada, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido ordenarla, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como se dijo, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama.

9. En conclusión, no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, razón por la cual será negado.
10. No se requirió de la entrevista con el señor Vélez Arias porque la información que suministró y el expediente sobre el que se practicó la inspección judicial, fueron suficientes para resolver la petición elevada.
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar el hábeas corpus solicitado por el señor César Augusto Vélez Arias.

SEGUNDO: Infórmese al peticionario que esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres días calendario siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia. (Artículo 7º de la ley 1095 de 2006).

TERCERO: Líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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